
 

 

Análisis del Anteproyecto de Ley Foral de Áreas de 

Promoción Económica de la Comunidad Foral de Navarra. 

 

 

 

I. Antecedentes. 

 

- El anteproyecto de la LEY FORAL DE ÁREAS DE PROMOCIÓN 

ECONÓMICA DE LA COMUNIDAD FORAL NAVARRA tiene 

su antecedente más inmediato en la Ley de la Comunidad Autónoma 

de Cataluña 15/2020, de 20 de diciembre, de las áreas de promoción 

económica urbana (Boletín Oficial del Estado número 11 del 

miércoles 13 de enero de 2021). 

 

 

- Mediante Decreto Ley 3/2021, de 12 de enero, se modifica la Ley 

15/2020, de 22 de diciembre, de las áreas de promoción económica 

urbana. La modificación se limita a establecer un procedimiento 

específico para el caso de que la iniciativa de la constitución de un 

área de promoción económica urbana proviniese del ayuntamiento. 

  

 

- La citada Ley de la Comunidad Autónoma de Cataluña 15/2020, de 

20 de diciembre, de las áreas de promoción económica urbana ha 

sido objeto de Acuerdo de la Subcomisión de Seguimiento 

Normativo, Prevención y Solución de Conflictos de la Comisión 

Bilateral Generalitat-Estado. La citada subcomisión ha adoptado el 

siguiente Acuerdo, publicado en el Boletín Oficial del Estado núm. 

95, de 21 de abril de 2021: 

 

1. Iniciar negociaciones para resolver las discrepancias 

competenciales suscitadas respecto a los artículos 2, 8 y 25 de la 

Ley 15/2020, de 22 de diciembre, de las áreas de promoción 

económica urbana. 

 

2. Designar un Grupo de Trabajo para proponer a la 

Subcomisión la solución que proceda. 

 

3. Comunicar este Acuerdo al Tribunal Constitucional a los 

efectos previstos en el artículo 33.2 de la Ley Orgánica 2/1979, 



de 3 de octubre, del Tribunal Constitucional, así como insertar 

el presente Acuerdo en el «Boletín Oficial del Estado» y en el 

«Diari Oficial de la Generalitat de Catalunya». 

 

 

- Finalmente, según se ha podido leer en nota de prensa, se ha llegado 

entre el Estado y la Generalitat al siguiente acuerdo: 

 

“Ambas partes estiman incorporar en la Ley una regulación más 

detallada de los elementos esenciales de las prestaciones patrimoniales 

públicas no tributarias a las que se refieren. Asimismo, ambos 

ejecutivos convienen que su interpretación ha de realizarse conforme a 

la normativa básica establecida en la Ley 9/2017, de Contratos del 

Sector Público, y que la Generalitat de Catalunya promoverá la 

correspondiente modificación legislativa, de modo que la misma recoja 

que las entidades gestoras de las áreas de promoción económica 

urbana tendrán la consideración de poder adjudicador en los términos 

establecidos en la Ley de Contratos del Sector Público”. 

 

II. Análisis jurídico. 

 

 

En relación a lo señalado este es el análisis jurídico al que 

llegamos: 

 

- La autonomía local está garantizada de forma muy laxa puesto que 

es necesario que el Ayuntamiento entienda que la propuesta de área 

económica no satisface el interés general para poder abortar el 

procedimiento de constitución (artículo 7.4 del proyecto). Ahora bien, 

la decisión deberá ser tomada por causa justificada en ejercicio de 

potestades públicas; por no reunir la iniciativa la suficiente solvencia 

económica, financiera o técnica; o en el caso de que, en la misma zona 

geográfica, o parte de ella, ya exista o se haya propuesto con 

anterioridad otra Área de Promoción Económica cuyo plan de 

actuación sea coincidente en actividades y objetivos de forma que se 

puede apreciar que su finalidad es semejante”. Quizás resultaría 

conveniente, máxime teniendo en cuenta que el artículo 25.4 del 

anteproyecto navarro obliga a los ayuntamientos a financiar un 10 por 

de su coste, otorgar a los ayuntamientos una capacidad total de veto en 

la creación de las áreas de promoción económica. Es decir que, al igual 

que sucede el ámbito del Planeamiento Urbanístico, las entidades 



locales puedan vetar un área de promoción económica siempre de forma 

motivada, pero atendiendo a cuestiones de oportunidad y conveniencia.  

 

- En lo concerniente a la autonomía local, se echa de menos que, a 

diferencia de lo que sucede en Cataluña (artículo 5.1c) de la Ley 

15/2020), no se contemple en Navarra la iniciativa municipal en el 

procedimiento de constitución de un Área de Promoción Económica. 

En el ámbito de la Comunidad Foral de Navarra la iniciativa para la 

constitución del Área de Promoción Económica corresponde en 

exclusiva a “los y las titulares de las actividades económicas de la zona, 

que deberán formar una Comisión promotora quienes ostenten la 

propiedad de bienes inmuebles desocupados susceptibles de poder 

alojar una actividad económica que no pueden ser destinados a 

vivienda”. 

 

-  Los mayores problemas legales se refieren, en primer lugar, a las 

prestaciones patrimoniales de carácter público no tributarias 

(artículo 21 del proyecto). Su regulación legal se encuentra en el 

artículo 100 de la Ley Foral 2/1995, de 10 de marzo, de Haciendas 

Locales. Las prestaciones públicas de carácter no tributario detentan las 

siguientes características: 

 

o “Conforme a lo previsto en el apartado 1 de este artículo, las 

entidades locales podrán establecer tasas por cualquier supuesto 

de prestación de servicios o realización de actividades 

administrativas de competencia local, y en particular las 

siguiente: 

 

 a) Documentos que expidan o de que entiendan las Administraciones o autoridades 

locales, a instancia de parte. 

 b) Autorización para utilizar en placas, patentes y otros distintivos análogos el 

escudo de la entidad local. 

 c) Otorgamiento de licencias o autorizaciones administrativas de autotaxis y demás 

vehículos de alquiler. 

 d) Guarderío rural. 

 e) Voz pública. 

 f) Vigilancia especial de los establecimientos que lo soliciten. 

 g) Servicios de competencia local que especialmente sean motivados por la 

celebración de espectáculos públicos, grandes transportes, pasos de caravana y 



cualesquiera otras actividades que exijan la prestación de dichos servicios 

especiales. 

 h) Otorgamiento de las licencias urbanísticas exigidas por la legislación del suelo y 

ordenación urbana o realización de las actividades administrativas de control en los 

supuestos en los que la exigencia de licencia fuera sustituida por la presentación de 

declaración responsable o comunicación previa . 

 i) Otorgamiento de las licencias de apertura de establecimientos o realización de las 

actividades administrativas de control en los supuestos en los que la exigencia de 

licencia fuera sustituida por la presentación de declaración responsable o 

comunicación previa . 

 j) Inspección de vehículos, calderas de vapor, motores, transformadores, ascensores, 

montacargas y otros aparatos e instalaciones análogas de establecimientos 

industriales y comerciales. 

 k) Servicios de prevención y extinción de incendios, de prevención de ruinas, 

construcciones y derribos, salvamentos y, en general, de protección de personas y 

bienes, comprendiéndose también el mantenimiento del servicio y la cesión del uso 

de maquinaria y equipo adscritos a estos servicios, tales como escalas, cubas, 

motobombas, barcas, etcétera. 

 l) Servicios de inspección sanitaria así como los de análisis químicos, bacteriológicos 

y cualesquiera otros de naturaleza análoga y, en general, servicios de laboratorios o 

de cualquier otro establecimiento de sanidad e higiene de las entidades locales. 

 m) Servicios de sanidad preventiva, desinfectación, desinsectación, desratización y 

destrucción de cualquier clase de materias y productos contaminantes o 

propagadores de gérmenes nocivos para la salud pública prestados a domicilio o por 

encargo. 

 n) Asistencias y estancias en hospitales, clínicas o sanatorios médico-quirúrgicos, 

psiquiátricos y especiales, dispensarios, centros de recuperación y rehabilitación, 

ambulancias sanitarias y otros servicios análogos, y demás establecimientos 

benéfico-asistenciales de las entidades locales, incluso cuando los gastos deban 

sufragarse por otras entidades de cualquier naturaleza. 

 ñ) Asistencias y estancias en hogares y residencias de ancianos, guarderías 

infantiles, albergues y otros establecimientos de naturaleza análoga. 

 o) Casas de baños, duchas, piscinas, instalaciones deportivas y otros servicios 

análogos. 

 p) Cementerios locales, conducción de cadáveres y otros servicios fúnebres de 

carácter local. 
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 q) Colocación de tuberías, hilos conductores y cables en postes o en galerías de 

servicio de la titularidad de entidades locales. 

 r) Servicios de alcantarillado, así como de tratamiento y depuración de aguas 

residuales, incluida la vigilancia especial de alcantarillas particulares. 

 s) Recogida de residuos sólidos urbanos, tratamiento y eliminación de los mismos, 

monda de pozos negros y limpieza en calles particulares. 

 t) Distribución de agua, gas, electricidad y otros abastecimientos públicos incluidos 

los derechos de enganche de líneas y colocación y utilización de contadores e 

instalaciones análogas, cuando tales servicios o suministros sean prestados por 

entidades locales. 

 u) Servicio de matadero, lonjas y mercados, así como el acarreo de carnes si hubiera 

de utilizarse de un modo obligatorio; y servicios de inspección en materia de abastos, 

incluida la utilización de medios de pesar y medir. 

 v) Enseñanzas especiales en establecimientos docentes de las entidades locales. 

 w) Visitas a museos, exposiciones, bibliotecas, monumentos históricos o artísticos, 

parques zoológicos u otros centros o lugares análogos. 

 x) Utilización de columnas, carteles y otras instalaciones locales análogas para la 

exhibición de anuncios. 

 y) Enarenado de vías públicas a solicitud de los particulares. 

 z) Realización de actividades singulares de regulación y control de tráfico urbano, 

tendentes a facilitar la circulación de vehículos y distintas a las habituales de 

señalización y ordenación del tráfico por la Policía Municipal. 

o Se deben prestar los servicios de forma directa mediante 

personificación privada o mediante gestión indirecta. 

 

- El problema viene dado porque los ingresos de los recursos económicos 

de las Áreas de Promoción Económica, enumerados en el artículo 20. 1 

del Anteproyecto de Ley Foral, “deberán destinarse   a cubrir los gastos 

en que incurran en la realización de las actividades que le son propias. 

Queda prohibida su distribución entre miembros” (artículo 20.2). Si 

ponemos en relación el 20.1 del anteproyecto de Ley Foral de Áreas de 

Promoción Económica con el artículo 100.5 de la Ley Foral 2/1995, de 

Haciendas Locales, vemos que tiene encaje legal dudoso exigir 

prestaciones patrimoniales de carácter público no tributarias con el 

objeto de cubrir los gastos en que se   incurra en la realización de las 

actividades que le son propias a las Áreas de Promoción Económica. Y 



no tiene encaje, entre otras cosas, porque no estamos ante la prestación 

de un servicio o la realización de actividades administrativas de 

competencia local. El propio anteproyecto de   Ley Foral, en su artículo 

3.1, señala que las actividades de las áreas de promoción económica no 

versan sobre competencias municipales sino que son complementarias 

a las municipales.(Las Áreas de Promoción Económica son entidades 

privadas, constituidas por los las titulares de actividades económicas y 

por quienes ostenten la propiedad de inmuebles desocupados, que no 

pueden destinar a vivienda, susceptibles de poder alojar actividades 

situados en una zona geográfica delimitada y continua, autorizadas por 

los Ayuntamientos, que tienen como objetivo la mejora del atractivo y 

competitividad de esa zona concreta, mediante la realización de 

actividades y prestación de servicios que, en todo caso, será 

complementarios de los municipales”. 

 

- No se señala en la normativa si las áreas de promoción económica 

están incluidas en el ámbito subjetivo de la Ley Foral 2/2018. Este 

aspecto es importante puesto que el Estado ha exigido a Cataluña que 

considere a las Áreas de Promoción Económica, a efectos de 

contratación pública, como poder adjudicador. 

 

- En él ámbito de la Comunidad Foral de Navarra, como ya se ha 

señalado, se regula en el artículo 100.7 de la Ley Foral 2/1995, de 10 de 

marzo de haciendas Locales, la figura de la prestación patrimonial de 

carácter público. La Ley Foral 2/1995 es una ley de mayoría absoluta. 

Prueba de ello es que La LEY FORAL 22/2020, DE 29 DE 

DICIEMBRE, DE MODIFICACIÓN DE LA LEY FORAL DE 

HACIENDAS LOCALES DE NAVARRA establece de forma expresa 

que es una ley foral de mayoría absoluta: “De conformidad con lo 

establecido en el artículo 20.2 de la Ley Orgánica 13/1982, de 10 de 

agosto, de Reintegración y Amejoramiento del Régimen Foral, y en los 

artículos 152 y 153 del Texto Refundido del Reglamento del Parlamento 

de Navarra, esta ley foral ha requerido de mayoría absoluta para su 

aprobación”. El anteproyecto de ley foral de áreas de promoción 

económica de la Comunidad Foral de Navarra está introduciendo 

modificaciones a la figura de la prestación patrimonial de carácter 

obligatorio: “La Comunidad Foral de Navarra es competente para 

habilitar a los Ayuntamientos a establecer esta prestación patrimonial 

de carácter público no tributaria en virtud de sus competencias 

recogidas en los apartados 1 y 3 del artículo 45 de la Ley Orgánica 

13/1982, de 10 de agosto, de Reintegración y  Amejoramiento del 

Régimen Foral de Navarra y de acuerdo con lo establecido en el 



artículo 48 del Convenio Económico entre el Estado y la Comunidad 

Foral de Navarra – aprobado por la Ley 28/1990, de 26 de diciembre- 

que atribuye a la Comunidad Foral de Navarra la competencia sobre 

haciendas locales de su territorio”. Y es que la Ley Foral 2/1995, es 

una ley de mayoría absoluta porque de forma expresa así se señala en el 

artículo 259 de la Ley Foral 6/1990, de 2 de julio, de Administración 

Local. Sé concluye que, no puede ser que una ley foral de mayoría 

simple (el anteproyecto de áreas de promoción económica de la 

Comunidad Foral de Navarra) modifique una ley foral de mayoría 

absoluta, la Ley Foral 2/1995, de 10 de marzo, de Haciendas Locales. 

Modificar en el sentido de ampliar, habilitar a los ayuntamientos a 

exaccionar esta figura de la prestación patrimonial de carácter público, 

en supuestos que no estaban contemplados con anterioridad en la norma 

(Artículo 21. Aportaciones obligatorias para la financiación de las 

Áreas de Promoción Económica. 1. Los Ayuntamientos que autoricen 

la constitución de un Área de Promoción Económica establecerán la 

obligación de todos los o las titulares de actividades económicas que 

se ejerzan en local determinado comprendidas en su área geográfica 

de contribuir a la financiación de su prepuesto. En caso de bienes 

inmuebles aptos para alojar actividades económicas situados en dicha 

área que se encuentren desocupados y no pueden ser destinados a 

vivienda, quienes ostenten la propiedad de dichos bienes quedarán 

también obligados al pago de la aportación.  La exacción de la 

aportación obligatoria deberá aprobarse mediante ordenanza en los 

términos establecidos en la sección 3ª del Capítulo I del Título IX de la 

Ley Foral 6/1990, de 2 de julio, de la Administración Local de 

Navarra”.)(Artículo 27. Gestión, recaudación e impugnación de las 

aportaciones al Área de Promoción Económica. El Ayuntamiento 

gestionará y recaudará las aportaciones obligatorias por cuenta del 

Área de promoción económica en los términos establecidos  en la 

Ordenanza municipal que las establezca).  En el artículo 27 del 

anteproyecto sí que se hacer una serie de remisiones a la Ley Foral de 

Haciendas Locales. Concretamente a los artículos: 156,157. Y se hace 

una remisión genérica a la citada norma en el 155.5: “La gestión y 

recaudación de las aportaciones obligatorias para financiar las Áreas 

de Promoción Económica se ajustará a lo dispuesto en la Ordenanza 

municipal que lo establezca y, en su caso, a las normas relativas a la 

gestión de los ingresos no tributarios de derecho público en la Ley 

Foral 2/1995, de 10 de marzo, de Haciendas Locales de Navarra…..”. 

 

- En Cataluña, a la hora de regular las áreas de promoción económica, no 

existe problema competencial porque el artículo 84.2 del Estatuto de 



Autonomía de Cataluña señala lo siguiente: 2. Los gobiernos locales 

de Cataluña tienen en todo caso competencias propias sobre las 

siguientes materias en los términos que determinen las leyes: La 

regulación del establecimiento de autorizaciones y promociones de 

todo tipo de actividades económicas, especialmente las de carácter 

comercial, artesanal y turístico y fomento de la ocupación. En Navarra, 

a través de la LORAFNA, las competencias en las que se sustenta el 

anteproyecto de ley están atribuidas a la Administración de la 

Comunidad Foral de Navarra (fomento del desarrollo económico dentro 

de Navarra, ordenación del territorio, …). Pues bien, es posible atribuir 

competencias de la Administración de la Comunidad Foral de Navarra 

a las entidades locales pero se debe estar a lo dispuesto en el artículo 

25.4 de la Ley 7/1985: La Ley a que se refiere el apartado anterior 

deberá ir acompañada de una memoria económica que refleje el 

impacto sobre los recursos financieros de las Administraciones 

Públicas afectadas y el cumplimiento de los principios de estabilidad, 

sostenibilidad financiera y eficiencia del servicio o la actividad. La Ley 

debe prever la dotación de los recursos necesarios para asegurar la 

suficiencia financiera de las Entidades Locales sin que ello pueda 

conllevar, en ningún caso, un mayor gasto de las Administraciones 

Públicas. En definitiva, debería estar acreditado en el expediente los 

principios de estabilidad, sostenibilidad financiera y eficiencia del 

servicio o la actividad.  

 

 

CONCLUSIONES 

 

- La autonomía local está garantizada de una manera muy laxa. Se echa 

de menos que no se contemplen en la norma navarra la iniciativa 

municipal en la constitución de un área de promoción económica y, 

también se echa de menos, otorgar a los ayuntamientos una capacidad 

de veto mayor en la creación de las áreas de promoción económica más 

amplia. Máxime cuando, una vez creada el área de promoción 

económica, tienen la obligación los ayuntamientos de exaccionar el 

impuesto en nombre del área de promoción económica. 

 

 

- Las mayores dudas respecto a la legalidad de la norma se centran, en 

primer lugar, en concretar si las áreas de promoción económica están 

sujetas a la normativa de contratación pública y, en segundo lugar, en 

precisar el encaje legal de la prestación patrimonial obligatoria no 

tributaria con el artículo 100.5 de la Ley Foral 23/1995, de Haciendas 



Locales de Navarra. Tiene un encaje legal dudoso exigir prestaciones 

patrimoniales de carácter público no tributarias con el objeto de cubrir 

los gastos en que incurran en la realización de las actividades que le son 

propias a las Áreas de Promoción Económica. Y no tiene 

principalmente porque no estamos ante la prestación de un servicio o la 

realización de actividades administrativas de competencia local. Ambas 

cuestiones deben ser precisadas por el Departamento de Economía y 

Hacienda, Servicio de Patrimonio y Hacienda Foral de Navarra. 

-  

- Una ley foral de mayoría simple (el anteproyecto de áreas de promoción 

económica de la Comunidad Foral de Navarra) modifica una ley foral 

de mayoría absoluta, la Ley Foral 2/1995, de 10 de marzo, de Haciendas 

Locales. Modificar en el sentido de ampliar, habilitar a los 

ayuntamientos a exaccionar esta figura de la prestación patrimonial de 

carácter público, en supuestos que no estaban contemplados. 

 


